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                                   La Plata, 11 de julio de 2018
VISTO, el artículo 55 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, la Ley Orgánica del Defensor del Pueblo N° 13.834 y sus modificatorias, el artículo 22 del Reglamento Interno de la Defensoría del Pueblo, las Resoluciones N° 74/17 y 16/18, y
CONSIDERANDO

Que se ha tomado conocimiento a través de diversas publicaciones periodísticas y reclamos de usuarios que la empresa Gas Natural Fenosa incluyó en la última facturación, junto con las boletas del servicio de gas domiciliario que presta, una publicidad de créditos personales a través de una entidad financiera, al lado de una información que advierte que la factura se puede pagar directamente en las sucursales de la misma, al tiempo que puede obtenerse un crédito personal a tasas desproporcionadas, destinado al pago del servicio
.
Que en este sentido, en el transcurso del último año se han recibido consultas y quejas de ciudadanos de nuestra Provincia, atento la imposibilidad de pagar los aumentos tarifarios, y que en muchos casos se han visto obligados a solicitar préstamos para hacer frente a los mismos, por lo que colocar una publicidad como la referida resulta inductiva y contraria a los derechos constitucionales de los usuarios.
Que podemos sostener que una conducta como la descripta “…se introduce en la psiquis de los consumidores para captar su voluntad, utilizando técnicas de publicidad muchas veces engañosas o inductivas, por ejemplo ofreciendo créditos para acceder al consumo de productos sobre los que no se tiene conciencia de su necesidad, creándose la confusión entre deseos y necesidades...”

Que ello implica una clara vulneración a lo normado en el artículo 42 de la Constitución Nacional, mediante el cual se reconocen una serie de derechos de los usuarios y consumidores en la relación de consumo, esto es: a la protección de su salud, seguridad e intereses económicos; a una información adecuada y veraz; a la libertad de elección, y a condiciones de trato equitativo y digno.
Que asimismo el citado artículo de la Constitución establece que “las autoridades proveerán a la protección de esos derechos” y a la educación para el consumo, por lo que corresponde que el ente regulador en la materia (Ente Nacional Regulador del Gas -ENARGAS) adopte en forma inmediata las medidas necesarias para evitar que los prestadores incurran en prácticas que vulneran la dignidad de los usuarios y resultan constitutivas de un trato inequitativo, que abusa de la debilidad estructural de ese colectivo, especialmente de aquellos hipervulnerables (es decir aquellos que se ven afectados por múltiples condiciones de vulnerabilidad, en particular la dificultad para hacer frente al desproporcionado costo económico de servicios públicos esenciales domiciliarios), induciéndolos a conductas que serán económicamente perjudiciales asumir a corto plazo.  
Que dicha norma encuentra su correlato en el artículo 38 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, que expresa: “Los consumidores y usuarios tienen derecho, en la relación de consumo, a la protección frente a los riesgos para la salud y su seguridad, a la promoción y defensa de sus intereses económicos y a una información adecuada y veraz…”.

Que cabe resaltar que los servicios públicos domiciliarios, como derechos sociales esenciales, han sido receptados en los instrumentos internacionales de Derechos Humanos. Así, se encuentran contemplados específicamente en el Sistema Americano, en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (art. XXXVI); y en el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales “Protocolo de San Salvador” (art. 11.1) que reza: “toda persona tiene derecho a… contar con servicios públicos básicos” (aprobado internamente por Ley 24.658).

Que asimismo, los servicios esenciales, se han delineado en el Sistema Universal de Derechos Humanos, como una técnica de cohesión e igualación social debida por los Estados nacionales, que implica, correlativamente, el deber de organizar su prestación y, en su caso, contribuir a su sostenimiento. En tal sentido, el reconocimiento de derechos y garantías en relación con servicios esenciales forma parte de la Declaración Universal de Derechos Humanos (art. 25) y la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer (art. 14. 2. h).
Que en el Mercosur los derechos del consumidor y el usuario que resultan de la Resolución n° 124/96 del Grupo Mercado Común del 13 de diciembre de 1996 sobre Derechos Básicos del Consumidor y de la Declaración Presidencial de Derechos Fundamentales de los Consumidores del Mercosur de Florianópolis, del 15 de diciembre de 2000, reconocen los derechos a la vida, la salud y la seguridad; a la libertad de acceso al consumo; a la información suficiente y veraz; a la protección contra la publicidad no permitida; a la adecuada prestación de servicios públicos y privados; a la educación para el consumo, entre otros.

Que entonces, la noción de servicios públicos nace para la protección jurídica del más débil y sobre tal base de justificación, la relación jurídica que genera es desplazada del ámbito de autonomía de la voluntad propia del derecho común, hacia el marco de un derecho público tutelar (Rusconi, Dante, “Manual de Derecho del Consumidor”. Ed. Abeledo Perrot. 2016. Cap. IX).
Que el Estado es quien debe garantizar que las tarifas de los servicios públicos y sus comunicaciones mantengan un carácter institucional, y no un carácter comercial y lucrativo ajeno a lo que estrictamente corresponde al servicio público prestado, máxime en situaciones como las actuales en las que a los usuarios les resulta cada vez más dificultoso hacer frente a las elevadas tarifas, mismas que se encuentran cuestionadas judicialmente a lo largo y ancho del país. 
Que el art. 55 de la Constitución Provincial establece que el “Defensor del Pueblo tiene a su cargo la defensa de los derechos individuales y colectivos de los habitantes”, por lo que, de conformidad con el art. 27 de la Ley 13.834, corresponde emitir el presente acto.
Por ello, 

EL DEFENSOR DEL PUEBLO

DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

RESUELVE
ARTICULO 1°: SOLICITAR al Ente Nacional Regulador del Gas (ENARGAS) tome inmediata intervención a los efectos de verificar si la empresa Gas Natural Fenosa remite a sus clientes, usuarios del servicio público domiciliario esencial de gas, junto con la facturación de dicho servicio, la publicidad de una entidad financiera denominada “Credifacil”, en la que se podrían pagar diversas facturas y obtener un préstamo personal en el acto. En caso afirmativo, instruya las actuaciones administrativas pertinentes, a fin de determinar la responsabilidad por tales hechos, vulneratorios del trato digno y equitativo de los usuarios. Especialmente, se determine la titularidad de dicha entidad financiera, si la misma se encuentra autorizada para operar por la normativa específica, si la empresa Gas Natural Fenosa ha solicitado autorización para dicha práctica, y en su caso, se apliquen las sanciones correspondientes.

ARTICULO 2°: Registrar, notificar y oportunamente, archivar.
RESOLUCION N° 21/18
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